Inembargabilidad de la vivienda única en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires (inconstitucionalidad del art. 2 de la L. 14.432
)
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1. Introducción.


No sorprende -por reiteratorio- que el Poder Legislativo de la Provincia de Buenos Aires avance una vez más sobre facultades que no le son propias, por haberlas delegado al Congreso Nacional, tal el caso del art. 2 de la L. 14.432, al declarar que “Todo inmueble ubicado en la Provincia de Buenos Aires destinado a vivienda única y de ocupación permanente, es inembargable e inejecutable, salvo en caso de renuncia expresa del titular conforme los  requisitos de la presente Ley”.


Mas allá de exceder el alcance de este trabajo, no podemos dejar de señalar que la norma en cuestión viene a conformar un tríptico con otras leyes promulgadas por la Provincia en igual sentido, citando al efecto la determinación de la tasa de interés activa que corresponde aplicar a los juicios de naturaleza laboral
, y anteriormente la imposición de responsabilidad solidaria a los integrantes del órgano de administración de las personas jurídicas regularmente constituidas, por deudas fiscales y multa impuestas a las mismas
.


Frente a ello, corresponde preguntarse si la norma constitucional que determina que corresponde al Congreso dictar el Código Civil, debe ceder frente a la ley provincial restrictiva del patrimonio como prenda común de los acreedores
.

Desde el plano constitucional buscaremos dar respuesta a la pregunta que antecede.

2. El orden constitucional federal.

Más allá del loable propósito de tutelar la vivienda única, para lo cual da una satisfactoria respuesta la posibilidad de afectación del inmueble como “bien de familia”
, el que no será susceptible de ejecución o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal
, consideramos que es necesario volver al quicio del orden constitucional, dentro del cual las provincias han mantenido para sí todas aquellas atribuciones no delegadas a la Nación, según se desprende de los arts. 31 y 104 (hoy 121) de la Constitución Nacional
.


Ello fue expresamente aceptado por la Provincia de Buenos Aires al convenir  su ingreso como parte integrante de la Confederación Argentina, aceptando el estricto cumplimiento de la Constitución Nacional
, reservando para sí exclusivamente los derechos establecidos en el denominado Pacto de San José de Flores
.-


Dentro de las facultades delegadas, específicamente se encuentra lo establecido por el art. 75 inc. 12) de la CN, que establece como atribución exclusiva y excluyente del Congreso de la Nación dictar el Código Civil.

Comentando el alcance de la manda constitucional, enseña María Angélica Gelli que consagra “la unidad de la legislación civil, como consecuencia de la unidad política de la República, no cabe admitir que los estados autónomos puedan destruir aquella"
.

Indudablemente, el objetivo mantenido por los constituyentes ha sido el de privilegiar el principio de unidad de legislación sobre el de pluralidad, reafirmando la supremacía del alcance nacional de las leyes sancionadas por el Congreso, conforme lo determina el art. 31 de la CN
.

Desde esta óptica el art. 2 de la L. 14.432, promulgada por la Provincia de Buenos Aires, presenta una clara invalidez constitucional.
3. La doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Por su parte, la Corte Federal como último tutor del principio de supremacía constitucional y vigencia de los arts. 31, 75 inc. 12) y 121 de la CN, ha sostenido como principio general interpretativo “que la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores corresponde a la legislación nacional por lo que no cabe a las provincias dictar leyes incompatibles con lo que los códigos de fondo establecen al respecto, ya que, al haber delegado en la Nación la facultad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que la contradigan”
.

En esta línea de pensamiento, ha declarado la inconstitucionalidad de las leyes provinciales que han establecido la inembargabilidad de la vivienda única dentro de su ámbito territorial.

En tal sentido, el Máximo Tribunal ha resuelto que “Corresponde declarar la inconstitucionalidad del art. 58 ‘in fine’ de la Constitución de la Provincia de Córdoba y de la ley reglamentaria 8067, en cuanto declara la inembargabilidad de la vivienda única, toda vez que la determinación de bienes sujetos al poder de agresión patrimonial del acreedor es materia de la legislación común, y como tal, prerrogativa única del Congreso Nacional, por lo que no corresponde que las provincias incursionen en ese ámbito, pues ese poder ha sido delegado por ellas a la Nación al sancionarse la constitución y esta distribución de competencia no podría alterarse sin reformar la ley fundamental”
. 

Doctrina que ha sido reiterada en el caso “ROMERO”
.

En suma, la Corte Federal ha cumplido la manda constitucional sobre la cual se vertebra todo el Constitucionalismo Americano, determinando que “ningún acto legislativo contrario a la Constitución puede ser válido”
.
4. Conclusión.

Como conclusión tenemos que, dentro de un sistema de control constitucional difuso, para el supuesto en que el superior tribunal de la causa rechazara un planteo de inconstitucionalidad del art. 2 de la L. 14.432, quedará plenamente habilitado el caso federal
, toda vez que sea puesta en tela de juicio la inteligencia de las cláusulas constitucionales emergentes de los arts. 31, 75 inc. 12) y 121 de la CN, dando lugar a la intervención directa de la Corte Federal, la que por otra parte ha invalidado toda ley provincial que declare la inembargabilidad de la vivienda única, según lo tiene resuelto en los casos “BANCO DEL SUQUÍA” y “ROMERO” anteriormente citados.

De ahí que la vigencia del sistema deberá buscarse a partir de lo resuelto por el Superior Tribunal, partiendo de esta hipótesis, deberá efectuarse el test de vigencia de la L. 14.432 aceptando la doctrina judicial constitucional “como un esquema de interpretación”, desde el cual podremos “comprender las acciones del juez (las decisiones de los tribunales) como respuestas con sentido a condiciones dadas y, dentro de ciertos límites, seamos capaces de predecir esas decisiones”
.


En otras palabras, para no caer en interpretaciones de mero voluntarismo, no deberá perderse de vista que “el derecho (la constitución) es lo que los tribunales dicen que es”
. Con este alcance, concluimos que la norma en comentario es manifiestamente inconstitucional.


Dr. Juan Gustavo Salthú.
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